CARENCIA ACTUAL DE OBJETO DE LA ACCION DE TUTELA – Por hecho superado / RESPUESTA A DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE TRASLADO DEL EMPLEADO DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN POR RAZONES DE SEGURIDAD - Resuelta

[E]sta Sala encuentra que como lo advirtió la actora, el 13 de febrero de 2019 la División de Seguridad de la Procuraduría le realizó una visita domiciliaria y entrevista que si bien no arrojó riesgo alguno con ocasión de sus funciones como servidora de la Procuraduría, sirvió como sustento a la Resolución No. 374 del 19 de marzo de 2019 en la cual se asignan funciones a la señora [D.C.N.M.] Profesional Universitaria Grado 17 de la Regional Casanare con sede en Yopal, en la Procuraduría Provincial de Yarumal – Antioquia. (…)En efecto, el anterior acto administrativo, del cual no existe constancia de su notificación a la actora, pero que ella misma aportó con su impugnación (…) es posible concluir que la entidad accionada dio respuesta clara y de fondo a su petición de traslado por razones de seguridad, en sentido favorable, solo que en una sede distinta a la solicitada (…) Y si bien en el caso particular es evidente que la petición no se resolvió oportunamente, también es cierto que a la fecha la accionante fue notificada de la respuesta a su petición, en la cual, en atención a la situación de riesgo que amenazaba su vida e integridad física fue reubicada en sus funciones en una sede distinta a Yopal, por cuanto es esta última en la que sus derechos estaban siendo amenazados. Por lo anterior, comoquiera que en el trámite de la presente acción de tutela, se dio respuesta al derecho de petición elevado por la accionante el 14 de enero de 2019, y es frente a esta solicitud de traslado en razón al riesgo que la accionante sustentó la vulneración de este derecho, esta Sala encuentra que se está frente a una carencia de objeto por hecho superado, en lo que al derecho de petición se refiere.

CARENCIA ACTUAL DE OBJETO DE LA ACCIÓN DE TUTELA – Por hecho superado / TRASLADO LABORAL DE SEDE TERRITORIAL / CESE DE AMENAZA CONTRA LOS DERECHOS A LA VIDA E INTEGRIDAD PERSONAL

La actora considera que su derecho a la vida e integridad personal se ve en riesgo debido la negativa de traslado o asignación de funciones en una Procuraduría Provincial distinta a la de Yopal – Casanare, en especial, a la de Armenia Quindío (…) Pues bien, es evidente que la situación de riesgo a la vida e integridad física se presenta en la ciudad de Yopal – Casanare, lugar donde su compañero permanente fue víctima de amenazas e intimidaciones; y no existen razones para pensar que en otra sede como Yarumal – Antioquia dicho riesgo persiste, pues la accionante no ha señalado que en otro lugar se encuentre también en peligro. (…) esta Sala advierte que ha cesado la amenaza a sus derechos fundamentales a la vida y a la integridad física de la cual fue víctima en la ciudad de Yopal, por lo cual declarará la carencia de objeto por hecho superado, en lo que a estos derechos se refiere

VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA UNIDAD FAMILIAR – Al trasladar al funcionario a ciudad distinta en la que se encuentra su compañero e hijo / TRASLADO DE FUNCIONARIO DE CARRERA ADMINISTRATIVA

No obstante lo anterior, no sucede lo mismo frente a su derecho fundamental a la unidad familiar pues en este caso, de desplazamiento forzado por amenazas a la vida e integridad familiar, no se encuentra fundamento alguno para mantener a la accionante alejada de su familia, en especial de su hijo menor de 5 años, del que como es claro, no se separó voluntariamente (…)En este aspecto es importante resaltar que la separación familiar en el caso concreto, se dio por una razón suficientemente acreditada, y es el desplazamiento forzado del que fue víctima el compañero permanente de la actora, pues no se trató de una decisión voluntaria, sino de una medida para salvaguardar su vida que se estaba viendo amenazada en razón de sus funciones como defensor de derechos humanos. (…)Así las cosas, respecto del traslado de la actora a una ciudad distinta a aquélla en la que están su compañero y su hijo, aun cuando tiene derechos de carrera y existen vacantes provistas en provisionalidad en la provincial de Armenia o en la Regional Quindío, desconoce claramente sus derechos y el deber del Estado de actuar en aras de garantizar la unión familiar en casos como el presente, evitando así, una doble victimización
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SENTENCIA SEGUNDA INSTANCIA

Se pronuncia la Sala sobre la impugnación presentada por la parte actora y por la Procuraduría 53 Judicial Administrativa Delegada ante el Tribunal Administrativo de Casanare, contra la sentencia de 19 de marzo de 2019, por medio de la cual el mencionado Tribunal negó la solicitud de amparo.

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

La señora Diana Carolina Nieto Maldonado, en nombre propio, solicitó el amparo de sus derechos fundamentales a la vida e integridad personal, unidad familiar y debido proceso, que estimó vulnerados por la Procuraduría General de la Nación con ocasión de la negativa a autorizar su traslado de la ciudad de Yopal – Casanare a la de Armenia – Quindío.

1.2. Hechos

La solicitud de tutela se sustentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en esta sentencia:

· La Señora Diana Carolina Nieto Maldonado se encuentra vinculada desde el 01 de agosto de 2017 a la carrera administrativa, en el cargo de profesional universitario grado 17, de la Procuraduría Regional Casanare.

· El señor Camilo Esteban Herrera Sossa, quien es su compañero permanente, trabaja para la Defensoría del Pueblo, y en el año 2014 estaba vinculado a la Regional Casanare de esa institución.

· La señora Nieto y su compañero tienen un hijo de 5 años.

· El señor Herrera, como defensor en la Regional Casanare, recibió amenazas e intimidaciones para limitar la defensa de derechos humanos en el departamento de Casanare y sus labores humanitarias en el marco del Protocolo II adicional a los Convenios de Ginebra sobre Protección a Víctimas de los Conflictos Armados sin Carácter Internacional.

· Con ocasión de lo anterior, su compañero permanente presentó declaración por desplazamiento forzado en el marco de la Ley 1448 de 2011 ante la Defensoría del Pueblo en la ciudad de Bogotá, radicada con el código BJ000386761, incluyendo a su núcleo familiar, esto es a la accionante y a su hijo de 5 años. Lo anterior soportado en la denuncia penal correspondiente.

· El Defensor del Pueblo, mediante Resolución No. 1565 de 2018, reubicó al compañero permanente de la actora en la ciudad de Armenia “debido a que fue víctima de amenazas contra su vida”, y allí se trasladó con su hijo de 5 años, toda vez que corría peligro su vida de permanecer en Yopal con su mamá.

· La accionante, por su parte, solicitó a la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, el 4 de diciembre de 2018, que se activaran las rutas de protección a su vida e integridad personal.

· El 18 de diciembre de 2018, la accionante fue víctima de intimidaciones por un sujeto armado en una motocicleta, situación que informó de manera inmediata a la Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Humanos, dependencia donde se adelantaba el procedimiento para la protección de su vida e integridad física. También lo denunció ante la Fiscalía General de la Nación.

· El Procurador Delegado para la Defensa de los Derechos Humanos, mediante escrito radicado en la División Nacional de Seguridad de la Procuraduría General de la Nación, el 8 de enero de 2019, solicitó iniciar una ruta de protección para la accionante.

·  El 9 de enero de 2019, el Jefe de la División Nacional de Seguridad de la Procuraduría General de la Nación, le comunicó a la accionante que la entidad “carece de personal idóneo capacitado para realizar estudio de nivel del riesgo y grado de amenaza que su caso requiere, por lo que hemos solicitado colaboración institucional al Director de la Unidad Nacional de Protección…”.

· La UNP contestó la anterior solicitud, en el sentido de informar a la actora que no era posible adelantar los estudios de nivel de riesgo porque los servidores de la PGN tienen su propio marco normativo de protección.
· El 14 de enero de 2019, mediante escrito con radicado SIGDEA E – 2019-011712 solicitó entre otros, traslado o asignación de funciones a una sede territorial de la Procuraduría General de la Nación en la ciudad de Armenia – Quindío, por razones de seguridad y unidad familiar puesto que su compañero permanente fue víctima de intimidaciones y amenazas, hechos que determinaron que fuera reubicado por el mencionado ente de la Defensoría del Pueblo Regional Quindío.
· Paralelamente a su solicitud de traslado por seguridad, el 1 de febrero solicitó a la comisión de personal, su traslado teniendo en cuenta que fue diagnosticada con Discopatia Lumbar Multinivel y Osteocondrosis Lumbar.

· El 13 de febrero de 2019 un empleado de la División de seguridad de la Procuraduría le realizó una visita domiciliaria y entrevista,  y le socializó las circulares de medidas de autoprotección, la actora afirma que de esta visita no recibió comunicación alguna sobre su resultado.

· Por su parte, frente a la petición de traslado fundamentada en su estado de salud, el 1 de marzo de 2019, la Secretaría Técnica de la Comisión de Personal de la PGN le informó a la actora la decisión de “dar concepto negativo” a la solicitud de traslado de la actora, en consideración a que a esa fecha, en la sede de Armenia se encontraban 7 cargos de profesional universitario grado 27, de los cuales 2 estaban ocupados en provisionalidad, y los demás en carrera administrativa, por lo que no era posible nombrarla allí. 

· Agregó que desde el 24 de febrero de 2019, su hijo ha estado enfermo y por tanto, para acompañarlo en Armenia, ha tenido que acudir a figuras administrativas como la licencia no remunerada lo cual, sumado a la separación familiar, implica una desmejora en sus ingresos mensuales.

· La petición elevada por razones de seguridad no había sido resuelta al momento de presentar esta solicitud de amparo.

1.3. Fundamentos de la solicitud 

A juicio de la parte actora la PGN está poniendo en riesgo sus derechos fundamentales:

a. De petición y debido proceso ante la falta de respuesta a su solicitud de traslado por la situación de riesgo.

b. A la vida e integridad personal al omitir tomar medidas pese a la activación de los mecanismos administrativos para la evaluación del riesgo.

c. A la Unidad familiar y a la reunificación familiar de la población desplazada, al someterla a ella y a su hijo a mantenerse separados, por cuanto ella está inscrita en carrera administrativa y en las regionales de Armenia y de Quindío existen cargos en vacancia definitiva, provistos por personas en provisionalidad que no deberían prevalecer frente a sus derechos.

1. 4. Petición de amparo constitucional 

Las pretensiones de la demanda de tutela son las siguientes:


“1.Que sean amparados mis derechos fundamentales a la vida, integridad personal, unidad familiar, petición y debido proceso,

2. Como consecuencia de lo anterior, se ordene a la Procuraduría General de la Nación, para que en término perentorio conceda el traslado solicitado por la suscrita, a un cargo de igual categoría en una sede territorial de la Procuraduría General de la Nación en la ciudad de Armenia – Quindío.

3. De manera subsidiaria, solicito se ordene a la Procuraduría General de la Nación, para que en un término perentorio proceda a expedir el acto administrativo por medio del cual se me asignen funciones, en alguna sede territorial de la Procuraduría General de la Nación en el municipio de Armenia”.

1.5. Trámite de la acción 

1.5.1. Por auto del 7 de marzo de 2019, el Despacho sustanciador del Tribunal de Casanare admitió la demanda y, entre otras cosas, ordenó notificar, en calidad de parte demandada, a la Procuraduría General de la Nación y a la Comisión de Personal de la Procuraduría General de la Nación. También ordenó comunicar esta acción al Procurador Judicial 53 que actúa ante ese Tribunal y al Defensor del Pueblo de la regional Casanare, para que se pronunciaran si lo consideraban pertinente.

1.5.2. En el mismo auto, requirió a la Procuraduría General de la Nación que certificara i) los cargos vacantes de igual categoría o similar al de la accionante (profesional universitario grado 17) en la sede territorial Armenia – Quindío; ii) respuesta a la solicitud de traslado; y, iii) razones de la negativa a esa solicitud.

1.5.3. En cumplimiento de la anterior providencia, la Secretaría del Tribunal practicó las notificaciones a la parte demandada y a los vinculados. 

1.6. Contestaciones 

1.6.1. La Procuraduría General de la Nación contestó la presente solicitud de amparo oponiéndose a las pretensiones constitucionales, en consideración a que la accionante cuenta con el medio de defensa judicial de la nulidad y restablecimiento del derecho y la posibilidad de acudir a las medidas cautelares.

Además, señaló que la entidad no puede dar por terminado el nombramiento en provisionalidad de quienes se encuentran en la provincial de Armenia y en la Regional Casanare, vinculados bajo esta modalidad, por cuanto la única causa válida para ello es el nombramiento de quien está en lista de elegibles, de manera que no es posible hacerlo para acceder a una petición de traslado.

Si bien es cierto que la accionante fue nombrada con ocasión de un concurso de méritos, también lo es que ella escogió como sede de su preferencia la ciudad de Yopal, y por esto allí fue nombrada, lo que significa que ahora no puede pretender su nombramiento en otra sede.

En relación con la situación especial que motivó la petición de traslado y la presente acción de tutela, relacionada con el riesgo a su vida e integridad personal, así como la separación de su núcleo familiar, la Procuraduría no se pronunció.

Adicionalmente, allegó la constancia de la Secretaría General de esa entidad, en la que certificó que en la Procuraduría Provincial de Armenia se encuentra 1 empleo en vacancia definitiva provisto en provisionalidad; y en la Regional Quindío también se encuentra 1 en estas condiciones.

En el mismo sentido informó que en la Regional Risaralda, y en la Provincial Manizales también existe en cada una 1 empleo en vacancia definitiva provisto en provisionalidad. 

1.6.2. El Procurador 53 Judicial II Administrativo delegado ante ese Tribunal intervino para solicitar el amparo de los derechos fundamentales de la accionante.

Frente a la petición de traslado elevada ante la Procuraduría General de la Nación, por razones de seguridad, consideró que ante la falta de respuesta debe ampararse este derecho, y ordenar su respuesta inmediata. Lo anterior, por cuanto la petición que fue atendida de manera “escueta” fue la presentada ante la comisión de personal, por razones de salud y no la que inició para proteger su integridad física debido a las amenazas dirigidas hacia su compañero permanente.

Respecto al derecho al debido proceso, indicó que una vez la Procuraduría conoció de la situación de riesgo y peligro inminente para la vida e integridad personal de la actora, con las pruebas que así lo demostraban, constituía una “obligación insoslayable del nominador haberle dado prelación absoluta a lo solicitado”.

Ahora bien, a juicio de ese delegado, con fundamento en la ausencia de respuesta es evidente que no existe un acto administrativo en firme susceptible de ser demandado, siendo entonces procedente la presente acción de tutela, y en todo caso, al tratarse de una situación de riesgo especial, la tutela es el mecanismo idóneo para proteger los derechos fundamentales amenazados.

Respecto del derecho a la familia y a la unión familiar, resaltó que la accionante, debido a su situación de riesgo “debe gozar de una protección constitucional reforzada” que se transmite a su núcleo familiar, es decir, no puede ser separada de su familia, pues ello implica una doble victimización.

Por último, en relación con el derecho a la vida e integridad personal destacó que en el plenario existen pruebas suficientes del riesgo extremo y peligro en el que se encuentra la señora Nieto Maldonado, lo cual según la Corte Constitucional, sentencia T-134 de 2010, implica un deber de protección especial a cargo del Estado.

1.6.3. La Defensora del Pueblo de la Regional Casanare solicitó que se accediera a las pretensiones de la tutela, toda vez que la negativa al traslado vulnera flagrantemente sus derechos fundamentales, como quiera que es ella quien recibe amenazas y busca la protección de su familia al lado de su compañero permanente.

Agregó que el desplazamiento forzado y la integridad contra los defensores de derechos humanos, son hechos conocidos y victimizantes que afectan a las familias en razón a las circunstancias que sobreviven al conflicto.

Finalmente, se refirió a la sentencia de tutela T-067 de 2014 en la cual la Corte Constitucional señaló la procedencia de la acción de tutela en casos como el presente, en los cuales de manera intempestiva se afecta grave, clara y directamente los derechos fundamentales a la vida del accionante y de su núcleo familiar.

1.6.4. La accionante allegó un memorial en el que informó que el 13 de marzo de 2019 recibió una comunicación en la que acceden a su petición de traslado a una de “las sedes más próximas a la ciudad de Armenia” que son Puerto Berrío y Yarumal - Antioquia.  

1.7. Requerimiento en primera instancia

Mediante auto de 14 de marzo de 2019 el Despacho sustanciador de primera instancia requirió a:

i) La Procuraduría General de la Nación para que certificara la totalidad de las plazas equivalentes al cago de profesional universitario grado 17 en los departamentos de Quindío y Caldas, en situación administrativa de provisionalidad o encargo junto con la relación completa del acto de provisión y fecha de expedición. También que certificara si alguna de las personas que se encuentran ocupando dichos cargos están amparadas por sentencias de tutela, de ser así solicitó copia del fallo.

ii) A la División Nacional de Seguridad de la Procuraduría General de la Nación para que informara si existe estudio de seguridad relativo a la unidad familiar de la señora Diana Carolina Nieto Maldonado, en caso afirmativo, solicitó remitir conclusiones al proceso.

iii) Al comando de Policía de Casanare para que indicara al Tribunal si se han efectuado protocolos de seguridad para la unidad familiar de la señora Nieto Maldonado.

1.7.1. El Departamento de Policía de Casanare informó que:

 “No se hallaron antecedentes de protocolos de seguridad y/o medidas de protección para la señora Diana Carolina Nieto Maldonado, identificada con cédula de ciudadanía No. 53’002.354, sin embargo, dentro del acervo documental aportado por la seccional de protección encontramos antecedente del señor Camilo Esteban Herrera Sossa, titular de la cédula de ciudadanía No. 81’717.207, defensor comunitario de la Defensoría del Pueblo regional Casanare”.

Agregó que la Policía Nacional está dispuesta a tomar las medidas que los jueces ordenen en aras de garantizar el cumplimiento del artículo 218 de la Constitución Política.

1.7.2. La Procuraduría General de la Nación informó que realizó levantamiento de información de amenazas y visitas externas. Señaló que como conclusión del caso se determinó que “esta División no identifica amenazas o riesgos en contra de la servidora Diana Carolina Nieto Maldonado como consecuencia de sus funciones”.
1.8. Sentencia impugnada
El Tribunal Administrativo de Casanare a través de sentencia de 19 de marzo de 2019, negó las pretensiones de la demanda y exhortó a la Procuraduría General de la Nación para que: 

“Dentro del margen de maniobra del que pueda hacer uso en el marco de sus competencias, pondere la posibilidad de reubicar a la accionante en sede territorial distinta a aquella en la que actualmente funge como profesional universitario grado 17 de acuerdo con las novedades que se presenten en la situación de seguridad de su núcleo familiar, con el fin de garantizar la unidad del mismo, conocidas y analizadas las particularidades de las situaciones administrativas de las vacantes definitivas provistas en provisionalidad en las plazas cercanas al hogar común, según se indicó en motivación”.

Como fundamento de la decisión, argumentó que al no existir evidencia en contrario, daría valor al informe del área encargada de la seguridad de los funcionarios y empleados de la PGN que concluyó que no identificó riesgos contra su vida e integridad personal originados en sus funciones.

Frente al derecho a la unidad familiar, consideró que como no estaba acreditada la urgencia en el traslado, pues desde que se realizó el cambio de domicilio del compañero permanente no se han presentado circunstancias que le impidan al menor estar con su madre, y en cambio de acceder a lo pedido, se podría afectar la prestación del servicio, solo había lugar a exhortar a la entidad accionada.  

Esta decisión se aprobó con salvamento de voto de una de las Magistradas del Tribunal Administrativo de Casanare, por cuanto consideró que sí había lugar a amparar su derecho de petición y al debido proceso.

1.9. Impugnación

Con escritos presentados oportunamente, la accionante y el Procurador 53 Judicial Administrativo de Casanare impugnaron la sentencia de primera instancia.

1.9.1. Impugnación de la actora

La accionante fundamentó su inconformidad en los siguientes argumentos: i) error en la valoración de las pruebas en relación con el estudio del nivel del riesgo; ii) ausencia de claridad en la información aportada por la entidad sobre la existencia de vacantes en la ciudad de Armenia, Quindío, que fundamenta la negativa del traslado; y, iii) el traslado a Yamural – Antioquia anexado a la impugnación, contenido en la Resolución No. 374 de 18 de marzo de 2019, mitiga el riesgo a su vida pero mantiene la vulneración de su derecho a la integridad familiar. 

i) Frente al primer argumento, denominado “error en la valoración de las pruebas en relación con el estudio del nivel del riesgo”, la actora considera que tanto en el escrito de tutela, como en las múltiples comunicaciones aportadas con la demanda constitucional, fue lo suficientemente clara y enfática en señalar que la situación de riesgo y las intimidaciones provenían de las actividades realizadas por su compañero permanente en la Defensoría del Pueblo y no, del ejercicio de sus funciones como profesional adscrita a la PGN.
De manera que al sustentar el juez de primera instancia, su decisión en la conclusión a la que llegó el departamento de seguridad de la entidad accionada según la cual “esta División no identifica amenazas o riesgos en contra de la servidora Diana Carolina Nieto Maldonado como consecuencia de sus funciones” incurre en un yerro, toda vez que es claro que de sus funciones no provienen las amenazas y en consecuencia el riesgo a su vida. En ese orden, el fallador de primer grado pasa por alto el verdadero problema jurídico puesto en su conocimiento, y es que está plenamente probado que a su compañero permanente lo amenazaron, y por ello tuvo que ser reubicado en Armenia, junto a su hijo, por cuanto las intimidaciones se extendían a todo su núcleo familiar.

ii) En relación con el segundo argumento, consistente en la “ausencia de claridad en la información aportada por la entidad sobre la existencia de vacantes en la ciudad de Armenia, Quindío, que fundamenta la negativa del traslado” señaló que en el oficio de 24 de enero de 2019 anexado al expediente de esta tutela, y en la contestación del 13 de marzo de 2019, la PGN certifica que a esa fecha, el cargo de profesional universitario grado 17 estaba vacante, provisto en provisionalidad, así:

· Un (1) empleo en la Procuraduría Provincial de Armenia.

· Un (1) empelo en la Procuraduría Regional de Quindío.

No obstante, la Secretaría General de la PGN, mediante oficio de 14 de marzo de 2019 señaló, contradictoriamente, que a esa fecha no existen cargos vacantes provistos en provisionalidad, ni en encargo, lo cual, a su juicio, es contrario a la realidad, y a lo certificado por esa misma entidad previamente.

iii) Finamente, frente al argumento según el cual el traslado a Yamural – Antioquia anexado a la impugnación, contenido en la Resolución No. 374 de 18 de marzo de 2019, mitiga el riesgo a su vida pero mantiene la vulneración de su derecho a la integridad familiar, la actora señaló que en el referido acto se lee como fundamento del traslado de funciones “para brindar las condiciones de seguridad que deben observarse para ejercicio eficiente de sus funciones” de lo cual se desprende la efectiva existencia del riesgo a su vida e integridad, lesionando el derecho fundamental propio y el de su hijo de 5 años a la unidad familiar y a su reunificación en casos de desplazamiento forzado.

Resaltó que su hijo tiene derecho a crecer al lado de sus 2 padres, cediendo en este caso la administración a la necesidad de personal que se indica por parte de la entidad accionada.

Agregó que Yarumal se encuentra a 10 horas de Armenia, y que si se trata de la necesidad del servicio, es claro que no se requiere en Yarumal, sino en Armenia que según los informes y estadísticas está ubicada en la última posición del ranquin de la PGN, con una puntuación disciplinaria de 0 (frente a 7,44 de Yarumal) y calificada como deficiente (versus aceptable de la de Yarumal), lo que permite concluir que no existen razones para asignarle funciones en donde realmente no se necesita, en lugar de acceder a la solicitud de la actora, en donde sí se requiere apoyo institucional. 

1.9.2. Impugnación del Procurador 53 Judicial Administrativo de Casanare

El Procurador delegado ente el Tribunal de Casanare impugnó la anterior decisión por cuanto consideró que en efecto continúa la vulneración del derecho fundamental de petición de la accionante, por cuanto no se ha dado respuesta de fondo a su petición de traslado por el riesgo originado en las amenazas a su compañero permanente.

Reiteró que, en relación al derecho al debido proceso, una vez la entidad accionada conoció de la situación de riesgo y peligro inminente para la vida e integridad personal de la actora, con las pruebas que así lo demostraban, constituía una “obligación insoslayable del nominador haberle dado prelación absoluta a lo solicitado”.

Se refirió nuevamente a que la ausencia de respuesta hace evidente que no existe un acto administrativo en firme susceptible de ser demandado, siendo entonces procedente la presente acción de tutela, y en todo caso, al tratarse de una situación de riesgo especial, la tutela es el mecanismo idóneo para proteger los derechos fundamentales amenazados.

Finalmente, también volvió a mencionar que en relación con el derecho a la familia y a la unión familiar, la accionante, debido a su situación de riesgo extremo, sentencia T-134 de 2010, “debe gozar de una protección constitucional reforzada” que se transmite a su núcleo familiar, es decir, no puede ser separada de su familia, pues ello implica una doble victimización.

1.10. Trámite de segunda instancia

El Magistrado sustanciador en segunda instancia, mediante auto de 12 de abril y de 22 de mayo de 2019 puso en conocimiento la existencia de una posible nulidad saneable, al compañero permanente de la actora, señor Camilo Esteban Herrera Sossa, a la Defensoría del Pueblo, a la Unidad Nacional de Protección y a los servidores que actualmente se encuentran ocupando en provisionalidad el cargo de Profesional Universitario Grado 17 en la Regional Quindío, y en la Provincial Armenia, para que, i) alegaran la nulidad, ii) se pronunciaran sobre la solicitud de amparo sin alegarla, o iii) guardaran silencio; en los últimos dos eventos, se les informó que la nulidad quedaría saneada.

1.10.1. La Unidad Nacional de Protección informó que el estudio de riesgo del señor Camilo Esteban Herrera Sossa se encuentra en su etapa final de elaboración, y que una vez se tenga el informe definitivo, éste le será comunicado mediante acto administrativo.

Ahora bien, respecto de la petición de amparo de la señora Diana Carolina Nieto Maldonado solicitó su desvinculación en consideración a que la Procuraduría General de la Nación cuenta con su propio programa de protección, razón por la cual esa Unidad devolvió su caso mediante comunicación externa No. OFI19-00005225 del 7 de febrero de 2019. 

1.10.2. El señor Camilo Esteban Herrera Sossa informó que desde el 2 de enero de 2019 fue reubicado en la Defensoría Regional del Quindío como medida de protección a su vida e integridad personal, tras verse obligado a desplazarse por intimidaciones y señalamientos generadores de riesgo en su contra.

Reiteró los hechos que dieron lugar a su desplazamiento y las gestiones que su compañera permanente ha iniciado para lograr también su reubicación, toda vez que sus amenazas se extendían a su familia.

Señaló que la PGN negó su solicitud de traslado por razones de seguridad y de unidad familiar, pero que a su vez, posteriormente, arguyendo razones de seguridad le asignó funciones en Yarumal Antioquia donde actualmente se encuentra laborando, lugar que queda a 12 horas en transporte público de donde residen él y su hijo.

Esa decisión la considera alejada del principio humanitario de protección de la población desplazada que afirma el derecho a la reunificación familiar, lo cual afecta de forma diferencial a su hijo de 5 años, quien se ve limitado de los cuidados de su madre cuando enfrenta padecimientos de salud lo que le genera un profundo sufrimiento a su corta edad. Como consecuencia de lo anterior, ha sido remitido por el médico tratante para que sea valorado por neuropediatría ante la aparición de tics motores.

Resaltó que el traslado de domicilio y residencia no se dio por un proceso voluntario, sino como una medida preventiva adoptada por la Defensoría del Pueblo frente a las amenazas e intimidaciones reales a él y a su familia, sin a que a él se le diera la opción de escoger el lugar de reubicación, lo cual fue resultado de una decisión unilateral de esa entidad.

Finalmente agregó que en Armenia no cuenta con más familiares, amigos o conocidos, por lo que carecen de un apoyo en el cuidado de su hijo, mas que el de su papá de 68 que se trasladó a Armenia mientras la accionante logra volver a su hogar y cesa la ruptura obligada de su familia.

1.10.3. La Defensoría del Pueblo y los servidores que actualmente se encuentran ocupando en provisionalidad el cargo de Profesional Universitario Grado 17 en la Regional Quindío, y en la Provincial Armenia guardaron silencio, pese a haber sido debidamente notificados como consta a folios 233 al 242 del cuaderno 2 del expediente.
2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia 

Esta Sala es competente para conocer de la impugnación presentada por la parte actora y por la Procuraduría 53 Judicial Administrativa Delegada ante el Tribunal Administrativo de Casanare, contra la sentencia de 19 de marzo de 2019, por medio de la cual el mencionado Tribunal negó la solicitud de amparo, de conformidad con el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el artículo 2° del Acuerdo 377 de 2018 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. Problema jurídico

Corresponde a la Sala determinar si confirma, modifica o revoca la providencia impugnada, que negó las pretensiones de la demanda de tutela y exhortó a la PGN para que ponderara la necesidad de reubicar a la accionante. 

Para el efecto, se estudiarán: i) generalidades de la acción de tutela; ii) requisitos de procedibilidad adjetiva; iii) el estudio del caso concreto. 

2.3. Generalidades de la acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagró la posibilidad de que toda persona pudiera hacer uso de la acción de tutela para reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o por particulares en casos específicos.

Este mecanismo se caracteriza por su trámite preferente, que tiene como objetivo el amparo actual y efectivo de los derechos fundamentales presuntamente desconocidos, así como por su carácter subsidiario, el cual condiciona el uso de esta acción a la inexistencia de otro medio de defensa judicial idóneo para la protección de dichos derechos.

En ese orden de ideas, resulta palmario que el mecanismo de amparo demanda la concurrencia de determinados presupuestos procesales que le son inherentes, como son la subsidiariedad, la inmediatez y, si es del caso, la inminencia de un perjuicio irremediable, sin los cuales no le es dable al juez constitucional inmiscuirse en determinada controversia y, mucho menos, acometer las diferentes subreglas dispuestas por la jurisprudencia en torno a asuntos como el sub examine.

2.4. Adjetivas

En el caso concreto, la accionante pretende que le sean amparados los siguientes derechos fundamentales:

i) Derecho de petición y debido proceso por cuanto a su juicio no ha sido resuelta su petición de traslado por razones de seguridad.

ii) Vida e integridad física dado que su vida corre riesgo en la Procuraduría Regional Casanare lo que hace necesario y urgente un traslado en consideración a que en Yopal fue víctima de intimidaciones y amenazas su compañero permanente, lo cual se hizo extensivo al núcleo familiar.

iii) Unidad familiar porque su compañero permanente fue reubicado por parte de la Defensoría del Pueblo en la ciudad de Armenia, en consideración a que su vida corría peligro con ocasión de sus funciones como defensor de derechos humanos, y por ello, para garantizar la seguridad de su hijo de 5 años, éste se radicó con su padre en esa ciudad, lejos de su mamá.  

Respecto del último argumento, en principio se podría considerar que frente a sus reparos contra las decisiones de la administración, relacionadas con su solicitud de traslado, no se cumple con el requisito de subsidiariedad. No obstante, existen ocasiones en las cuales, si bien la parte actora puede acudir a otros mecanismos judiciales, la situación o amenaza que expone para sí o para su familia, implica la intervención inmediata del juez de tutela.

Así lo ha indicado la Corte Constitucional en varias oportunidades, entre ellas, a través de la sentencia T-489 de 2014, que se cita a continuación:

“En varias decisiones esta corporación ha indicado que en principio, la acción de tutela no es el instrumento idóneo para controvertir las decisiones que disponen traslados laborales, toda vez que para tales efectos el ordenamiento jurídico ha establecido unos mecanismos especiales de defensa, como son las acciones laborales y la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Sin embargo, de forma excepcional, la jurisprudencia ha reconocido la procedencia de la tutela para controvertir ese tipo de decisiones, particularmente, en aquellos eventos en los que se acredite una amenaza o violación grave e irremediable a los derechos fundamentales del trabajador o de su núcleo familiar”. (Negrillas fuera de texto).

En ese orden de ideas, para la Sala, este es uno de esos casos en los cuales la acción de tutela resulta procedente, pues lo que la actora está alegando es una amenaza o vulneración grave e irremediable a sus derechos fundamentales y a los de su núcleo familiar.

Por lo anterior, a continuación esta Sala estudiará la solicitud de amparo y las impugnaciones presentadas en el sub lite respecto de todos los derechos que a juicio de la actora están siendo amenazados.
2.5. Cuestión previa

La Unidad Nacional de Protección solicitó su desvinculación de la presente acción de tutela en consideración a que la Procuraduría General de la Nación cuenta con su propio programa de protección, razón por la cual esa Unidad devolvió su caso mediante comunicación externa No. OFI19-00005225 del 7 de febrero de 2019. 

Frente a esta solicitud la Sala considera que le asiste la razón a la UNP al señalar que no tiene interés, ni tiene injerencia alguna en las situaciones y actuaciones que supuestamente transgreden los derechos fundamentales de la parte accionante, por lo que será desvinculada de la presente acción en la parte resolutiva de esta providencia.

2.6. Caso concreto 

Para resolver la presente acción, esta Sala se pronunciará sobre los tres grupos de derechos fundamentales que la accionante considera vulnerados, esto es: i) derecho de petición y debido proceso; ii) vida e integridad física; y, iii) unidad familiar.
El Tribunal de primera instancia negó las pretensiones de la tutela por considerar que no le asistía la razón a la actora en que su traslado se pudiera realizar a la Regional de Quindío o a la Provincial de Armenia, debido a que allí no existen cargos vacantes y aquéllos provistos en provisionalidad solo pueden terminarse para nombrar a quien ocupa un lugar en la lista de elegibles y no por solicitudes de traslado. Además, por cuanto el estudio de riesgo que realizó la PGN concluyó que la accionante no está sometida a riesgo alguno en razón a sus funciones como servidora de la Procuraduría.

La anterior decisión fue impugnada, reiterando los argumentos de la acción de tutela y de la intervención del Ministerio Público.

Pues bien, la Sala analizará la eventual trasgresión de los derechos fundamentales mencionados anteriormente, para así determinar si hay lugar a confirmar o no la negativa de primera instancia, o a su revocatoria para acceder a las pretensiones.

2.6.1. Derecho de petición y debido proceso

Es importante precisar que la accionante solicitó el 14 de enero de 2019, mediante escrito con radicado SIGDEA E – 2019-011712, traslado o asignación de funciones a una sede territorial de la Procuraduría General de la Nación en la ciudad de Armenia – Quindío, por razones de seguridad y unidad familiar puesto que su compañero permanente fue víctima de intimidaciones y amenazas con ocasión del ejercicio de sus funciones como Defensor comunitario de la Defensoría del Pueblo en Casanare, hechos que determinaron que fuera reubicado por el mencionado ente de la Defensoría del Pueblo Regional Quindío.

Ahora bien, aunque la accionante considera que se están transgrediendo sus derechos de petición y al debido proceso, lo cierto es que los hechos que dan origen a su solicitud de amparo, y sus argumentos permiten concluir que sólo se está ante la eventual amenaza del primero de ellos y no del debido proceso, por lo que el estudio, en este acápite, se circunscribirá a establecer si se desconoció o no su derecho fundamental de petición únicamente.
El Procurador Delegado para la Defensa de los Derechos Humanos, mediante escrito radicado en la División Nacional de Seguridad de la Procuraduría General de la Nación, el 8 de enero de 2019, solicitó iniciar una ruta de protección para la accionante, no obstante, el 9 de enero de 2019, el Jefe de la División Nacional de Seguridad de la Procuraduría General de la Nación, le comunicó a la accionante que la entidad “carece de personal idóneo capacitado para realizar estudio de nivel del riesgo y grado de amenaza que su caso requiere, por lo que hemos solicitado colaboración institucional al Director de la Unidad Nacional de Protección…”.

Por su parte, la UNP contestó la anterior solicitud, en el sentido de informar a la actora que no era posible adelantar los estudios de nivel de riesgo porque los servidores de la PGN tienen su propio marco normativo de protección.
Paralelamente a su solicitud de traslado por seguridad, el 1 de febrero solicitó a la comisión de personal, su traslado teniendo en cuenta que fue diagnosticada con Discopatia Lumbar Multinivel y Osteocondrosis Lumbar y es a esta solicitud que 1 de marzo de 2019, la Secretaría Técnica de la Comisión de Personal de la PGN le informó a la actora la decisión de “dar concepto negativo”, en consideración a que a esa fecha, en la sede de Armenia se encontraban 7 cargos de profesional universitario grado 27, de los cuales 2 estaban ocupados en provisionalidad, y los demás en carrera administrativa, por lo que no era posible nombrarla allí. 

De lo anterior, tanto la actora, como el Ministerio Público consideran que no se dio una respuesta clara y de fondo a la solicitud de traslado por el riesgo a la vida e integridad física, pues la respuesta recibida correspondía a la petición fundamentada en su estado de salud y no en razón a su situación de peligro, frente al cual no hubo un pronunciamiento.

Lo anterior, porque una vez el Procurador Delegado para la Defensa de los Derechos Humanos, el 8 de enero de 2019, solicitó iniciar una ruta de protección para la accionante, la PGN consideró que no tenía “personal idóneo” para realizar este estudio y que por ello lo remitía a la Unidad de Protección, quien a su vez lo devolvió por cuanto la PGN cuenta con un marco normativo propio de protección y por ello ninguna de las dos entidades se hizo cargo del dicho análisis de riesgo.

Pues bien, esta Sala encuentra que como lo advirtió la actora, el 13 de febrero de 2019 la División de Seguridad de la Procuraduría le realizó una visita domiciliaria y entrevista que si bien no arrojó riesgo alguno con ocasión de sus funciones como servidora de la Procuraduría, sirvió como sustento a la Resolución No. 374 del 19 de marzo de 2019 en la cual se asignan funciones a la señora Diana Carolina Nieto Maldonado, Profesional Universitaria Grado 17 de la Regional Casanare con sede en Yopal, en la Procuraduría Provincial de Yarumal – Antioquia.

En la parte considerativa de esta Resolución se señala:

“Que en escrito del 14 de enero de 2019, radicado SIGDEA E – 2019-011712 la señora Diana Carolina Nieto Maldonado, identificada con cédula de ciudadanía (…) solicitó entre otros, traslado o asignación de funciones a una sede territorial de la Procuraduría General de la Nación en la ciudad de Armenia – Quindío, por razones de seguridad y unidad familiar puesto que su compañero permanente fue víctima de intimidaciones y amenazas con ocasión del ejercicio de sus funciones como Defensor comunitario de la Defensoría del Pueblo en Casanare, hechos que determinaron que fuera reubicado por el mencionado ente de la Defensoría del Pueblo Regional Quindío.

Que la señora Diana Carolina Nieto Maldonado también manifestó en su comunicación que el 3 de enero de 2019 presentó denuncia penal identificada con el número de noticia criminal (…) por la intimidación a la que se vio expuesta el 18 de diciembre de 2018 en la ciudad de Yopal, por parte de un sujeto armado; por ello en la misma fecha pidió medida de protección a la Fiscalía General de la Nación y desde el 9 de enero de 2019 su hijo de 4 años se trasladó a su nuevo lugar de residencia con su padre.

Que en razón al riesgo y amenaza de su compañero permanente la señora Diana Carolina Nieto Maldonado teme por su integridad personal y la de su núcleo familiar (…).

(…)

Que atendiendo las solicitudes elevadas por la señora Diana Carolina Nieto Maldonado y dadas las circunstancias especiales por las que requiere efectuar el cambio de sede, este Despacho las resolverá favorablemente con el ánimo de brindar las condiciones de seguridad que deben observarse para el ejercicio eficiente de sus funciones como servidora pública de la Entidad.

(…)”

En efecto, el anterior acto administrativo, del cual no existe constancia de su notificación a la actora, pero que ella misma aportó con su impugnación, visible a folios 159 a 161, es posible concluir que la entidad accionada dio respuesta clara y de fondo a su petición de traslado por razones de seguridad, en sentido favorable, solo que en una sede distinta a la solicitada.

Así las cosas, esta Sala reitera que se satisface el núcleo fundamental de petición cuando se atiende de manera clara, precisa y oportuna la solicitud elevada ante la administración, sin que ello signifique que se deba acceder a lo pedido, pues el deber de la administración, en lo que a este derecho fundamental se refiere, consiste en dar respuesta y no en conceder lo solicitado.

Y si bien en el caso particular es evidente que la petición no se resolvió oportunamente, también es cierto que a la fecha la accionante fue notificada de la respuesta a su petición, en la cual, en atención a la situación de riesgo que amenazaba su vida e integridad física fue reubicada en sus funciones en una sede distinta a Yopal, por cuanto es esta última en la que sus derechos estaban siendo amenazados.

Por lo anterior, comoquiera que en el trámite de la presente acción de tutela, se dio respuesta al derecho de petición elevado por la accionante el 14 de enero de 2019, y es frente a esta solicitud de traslado en razón al riesgo que la accionante sustentó la vulneración de este derecho, esta Sala encuentra que se está frente a una carencia de objeto por hecho superado, en lo que al derecho de petición se refiere.

En efecto, actualmente la Corte Constitucional ha sostenido que la terminación del proceso de tutela por carencia actual de objeto puede proceder en tres supuestos de hecho: (i) por hecho superado; (ii) por daño consumado; y, (iii) por una situación sobreviniente.

Al respecto, dicha Alta Corporación, en la sentencia T-481 del 1º de septiembre de 2016, señaló que:

«La acción de tutela fue concebida como un mecanismo para la protección efectiva de los derechos fundamentales que son objeto de una amenaza o afectación actual. Por lo tanto, se ha sostenido en reiterada jurisprudencia que, ante la alteración o el desaparecimiento de las circunstancias que dieron origen a la vulneración de los derechos fundamentales objeto de estudio, la solicitud de amparo pierde su eficacia y sustento, así como su razón de ser como mecanismo extraordinario y expedito de protección judicial. Lo antedicho, pues, al desaparecer el objeto jurídico sobre el que recaería la eventual decisión del juez constitucional, cualquier determinación que se pueda tomar para salvaguardar las garantías que se encontraban en peligro, se tornaría inocua y contradiría el objetivo que fue especialmente previsto para esta acción.
 

“A partir de los anteriores razonamientos, en sentencia T-494 de 1993 se destacó sobre este respecto, que:

“La tutela supone la acción protectora del Estado que tiende a proteger un derecho fundamental ante una acción lesiva o frente a un peligro inminente que se presente bajo la forma de amenaza. Tanto la vulneración del derecho fundamental como su amenaza, parten de una objetividad, es decir, de una certeza sobre la lesión o amenaza, y ello exige que el evento sea actual, que sea verdadero, no que haya sido o que simplemente -como en el caso sub examine- que se hubiese presentado un peligro ya subsanado” (negrillas inexistentes en el texto original)
“Es por esto, que la doctrina constitucional ha desarrollado el concepto de la “carencia actual de objeto” para identificar este tipo de eventos y, así, denotar la imposibilidad material en la que se encuentra el juez de la causa para dictar alguna orden que permita salvaguardar los intereses jurídicos que le han sido encomendados. Sobre el particular, se tiene que éste se constituye en el género que comprende el fenómeno previamente descrito, y que puede materializarse a través de las siguientes figuras: (i) “hecho superado”, (ii) “daño consumado” o (iii) de aquella que se ha empezado a desarrollar por la jurisprudencia denominada como el acaecimiento de una “situación sobreviniente
».
Con base en el anterior marco referencial, el Máximo Tribunal Constitucional ha sostenido que:

(i) El hecho superado obedece a lo regulado en el artículo 26 del Decreto Ley 2591 de 1991, atinente a la cesación de la actuación impugnada, la cual se materializa cuando en el trámite de una acción de tutela se demuestra que la autoridad demandada ha realizado las acciones necesarias para eliminar la vulneración de los derechos fundamentales.

(ii) El daño consumado se produce cuando la vulneración del derecho fundamental que se pretendía evitar se materializa con posterioridad a la interposición de la acción de tutela. Al respecto ha sostenido el Tribunal Constitucional: «[l]a segunda de las figuras referenciadas [daño consumado], consiste en que a partir de la vulneración ius-fundamental que venía ejecutándose, se ha consumado el daño o afectación que con la acción de tutela se pretendía evitar, de forma que ante la imposibilidad de hacer cesar la vulneración o impedir que se concrete el peligro, no es factible que el juez de tutela dé una orden al respecto».

(iii) Por último, de manera reciente, la Corte Constitucional ha distinguido el supuesto de hecho correspondiente a la situación sobreviniente, caso en el cual la vulneración de los derechos fundamentales cesa luego de la interposición de la acción de tutela, con ocasión del obrar del actor o de un tercero distinto a la autoridad demandada. 

En efecto, comoquiera que en el caso concreto la PGN ya resolvió la solicitud de traslado con fundamento en el riesgo a su vida, carece de objeto ordenar una respuesta al derecho de petición referido, y por tanto así se declarará en esta providencia.
2.6.2. Derecho a la vida e integridad personal

La actora considera que su derecho a la vida e integridad personal se ve en riesgo debido la negativa de traslado o asignación de funciones en una Procuraduría Provincial distinta a la de Yopal – Casanare, en especial, a la de Armenia Quindío, por cuanto su compañero permanente fue víctima de intimidaciones y amenazas con ocasión del ejercicio de sus funciones como Defensor comunitario de la Defensoría del Pueblo en Casanare, hechos que se extendieron a su núcleo familiar y ahora ponen en riesgo su vida. Lo anterior se ve reflejado en la intimidación de la cual fue víctima el 18 de diciembre de 2019, cuando un sujeto armado la amenazó.

Pues bien, es evidente que la situación de riesgo a la vida e integridad física se presenta en la ciudad de Yopal – Casanare, lugar donde su compañero permanente fue víctima de amenazas e intimidaciones; y no existen razones para pensar que en otra sede como Yarumal – Antioquia dicho riesgo persiste, pues la accionante no ha señalado que en otro lugar se encuentre también en peligro.

Lo anterior fue aceptado por la actora en su impugnación, pues en su tercer argumento de inconformidad con la sentencia de primera instancia señaló que el traslado a Yamural – Antioquia, contenido en la Resolución No. 374 de 18 de marzo de 2019, “mitiga el riesgo a su vida pero mantiene la vulneración de su derecho a la integridad familiar”. 

Es por ello que, con la asignación de funciones de la actora en la provincial de Yarumal– Antioquia, a través de la Resolución No. 374 del 19 de marzo de 2019, que ya se hizo efectiva pues ya está laborando allí según lo informó la Oficina Jurídica de la PGN a folio 194, esta Sala advierte que ha cesado la amenaza a sus derechos fundamentales a la vida y a la integridad física de la cual fue víctima en la ciudad de Yopal, por lo cual declarará la carencia de objeto por hecho superado, en lo que a estos derechos se refiere, de conformidad con esta figura explicada en el acápite anterior.

2.7. Derecho a la unidad familiar

No obstante lo anterior, no sucede lo mismo frente a su derecho fundamental a la unidad familiar pues en este caso, de desplazamiento forzado por amenazas a la vida e integridad familiar, no se encuentra fundamento alguno para mantener a la accionante alejada de su familia, en especial de su hijo menor de 5 años, del que como es claro, no se separó voluntariamente.

Al respecto, el artículo 44 de la Constitución Política establece:

Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados por Colombia. La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la sanción de los infractores. Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. 

En este aspecto es importante resaltar que la separación familiar en el caso concreto, se dio por una razón suficientemente acreditada, y es el desplazamiento forzado del que fue víctima el compañero permanente de la actora, pues no se trató de una decisión voluntaria, sino de una medida para salvaguardar su vida que se estaba viendo amenazada en razón de sus funciones como defensor de derechos humanos. 

Al respecto, la Ley 387 de 1997 artículo primero, define en concepto de desplazado, así:

“Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: Conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden público” (Negrillas fuera de texto).
Es ese orden de ideas, el derecho del menor, a no ser separado de su familia, se vio trasgredido por una circunstancia excepcionalísima ajena a la voluntad y actuar de sus padres, como lo es el desplazamiento forzado, frente a la cual el Estado, en su posición de garante, debe tomar las medidas que estén a su alcance para lograr la reunión familiar

Así las cosas, respecto del traslado de la actora a una ciudad distinta a aquélla en la que están su compañero y su hijo, aun cuando tiene derechos de carrera y existen vacantes provistas en provisionalidad en la provincial de Armenia o en la Regional Quindío, desconoce claramente sus derechos y el deber del Estado de actuar en aras de garantizar la unión familiar en casos como el presente, evitando así, una doble victimización.

Y si bien la existencia o no de estos cargos provistos en provisionalidad ha sido ampliamente discutida en la presente acción, pues la PGN primero certificó que existe una vacante en provisionalidad tanto en la regional Quindío como en la Provincial Armenia, y luego señaló que no existía ninguna, lo cierto es que en el expediente está debidamente acreditado que se encuentran, como mínimo 2 cargos de profesional universitario grado 17 en estas sedes.

Ello es así, porque en cumplimiento al auto de 22 de mayo de 2019 en el que el Despacho sustanciador de esta providencia ordenó oficiar a la PGN para que por su conducto informara de la existencia de la presente acción de tutela, por correo electrónico, a los servidores que actualmente se encontraran ocupando en provisionalidad el cargo de Profesional Universitario Grado 17 en la regional Quindío o en la Provincial de Armenia, esa entidad a través de su Secretaría General les remitió copia del auto a los señores Juan Esteban Cardona Marín y Leidy Bohórquez a sus correos institucionales, el 28 de mayo de 2019, con el siguiente mensaje:

“En razón a que a la fecha ustedes desempeñan el cargo de Profesional Universitario Grado 17 de las Procuradurías Provincial de Armenia y Regional Quindío, respectivamente, de manera atenta me permito remitir auto de nulidad emanada de la Sección Quinta (…) que ordena vincularles a la actuación del asunto” (Negrillas fuera de texto).
Así las cosas, es evidente que al comunicarle la anterior actuación a estas dos personas, por parte de la PGN, en cumplimiento del auto que ordenaba la vinculación de quienes ocuparan el cargo mencionado en provisionalidad, quedó suficientemente claro que sí es posible acceder a la petición de traslado de la actora, a una de estas dos sedes, esto es, a la Regional Quindío o a la Provincial Armenia, con fundamento en su situación particular y para garantizar su derecho y el de su hijo a la unidad familiar, para así evitar una situación de doble victimización, con ocasión de su situación de desplazamiento forzado.

2.6. Conclusión 

De modo que, esta Sala de Decisión revocará el fallo de primera instancia proferido por Tribunal Administrativo de Casanare, que negó el amparo constitucional, para en su lugar, declarar la carencia actual de objeto respecto de los derechos de petición, a la vida e integridad personal, y amparará su derecho fundamental a la unidad familiar, por las razones expuestas con anterioridad.  

3. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA:
PRIMERO: DESVINCULAR a la Unidad Nacional de Protección de la presente acción de tutela, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
SEGUNDO: REVOCAR el fallo de primera instancia proferido por Tribunal Administrativo de Casanare, que negó el amparo constitucional, para en su lugar, DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO respecto de los derechos de petición, a la vida e integridad personal.

TERCERO: AMPARAR el derecho fundamental a la unidad familiar de la señora Diana Carolina Nieto Maldonado, y en consecuencia ORDENAR a la Procuraduría General de la Nación que traslade a la actora a la Regional Quindío o a la Provincial Armenia, en uno de los cargos de carrera correspondientes al de Profesional Universitario Grado 17, provistos en provisionalidad, o le asigne funciones en una de estas sedes, en el término máximo de 10 días contados a partir de la notificación de esta sentencia.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes y a los intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto Ley 2591 de 1991.
QUINTO: Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Presidente
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� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, bajo el número 5, la cual se transcribe literalmente: “Sentencias: SU-225 de 2013; T-317 de 2005”».


� «El pasaje bajo transcripción presenta la siguiente nota de pie de página, bajo el número 6, la cual se transcribe literalmente: “Ver sentencias T-988 de 2007, T-585 de 2010 y T-200 de 2013”».
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